
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / PRESENTACIÓN PERSONAL DEL PODER CONFERIDO PARA UNA ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA / NO PUEDE EXIGIRSE PRESENTACIÓN PERSONAL DEL APODERADO.
… el análisis debe encausarse bajo la égida de la presunta vulneración del derecho fundamental al debido proceso administrativo, que la Corte Constitucional ha definido como: 

“(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal”. Ha precisado al respecto, que con dicha garantía se busca “(i) asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados”. (…)
… obran en el expediente 5 actos administrativos mediante los cuales el Director de Servicios Integrados y el Subdirector de Asesoría y Conceptualización Pensional, le informan al demandante que la condición para poderle dar trámite a las solicitudes que ha elevado como apoderado de… es que él realice el reconocimiento de la firma con huella ante notario o autoridad competente en el poder…
… la entidad no puso de presente que contara con una regulación específica sobre el procedimiento administrativo interno para el trámite de reconocimientos pensionales, por lo cual es claro que debe aplicarse la norma general para efectos del reconocimiento de personería jurídica de los apoderados judiciales dentro del proceso, por lo cual debe procederse de conformidad con lo dispuesto por la ley anti trámites…
Por último vale destacar, primero, que la exigencia es inoficiosa para comprobar el derecho de postulación del apoderado pues la calidad de abogado inscrito puede verificarse en la base de datos del registro nacional de abogados en el portal web de la Rama Judicial; lo cual, en últimas, debe realizase para evitar incurrir en una falta disciplinaria (Artículo 42, Decreto Ley 196 de 1971); y segundo, que es inexistente alguna norma dentro del CPACA o el CGP que exija la presentación personal del poder por parte del apoderado judicial.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL    



        SALA NO. 6 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES     
Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, julio once del año dos mil diecinueve   
Expediente 66001-31-18-002-2019-00048-02
Acta N° 300 del 11 de julio del año 2019  
Procede la Sala a decidir la impugnación formulada contra la sentencia dictada el 21 de mayo del 2019, proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, en la presente acción de tutela promovida por Carlos Arturo Merchán Forero contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP-, a la que fueron vinculados la Subdirección de Asesoría y Conceptualización Pensional de la misma entidad, los señores Maricelly Ramírez Hernández, Amparo Hernández Ospina y Germán Antonio Botero Velásquez.  
ANTECEDENTES

  



Con el fin de lograr la protección de su derecho fundamental al debido proceso “en conexidad con el derecho de postulación”  (f. 2), Carlos Arturo Merchán Forero instauró esta acción de tutela contra a la UGPP.




Expuso, en síntesis, que en su condición de abogado recibió poder y ha venido actuando como apoderado, entre otras personas, de Maricelly Ramírez Hernández, Amparo Hernández Ospina y Germán Antonio Botero Velásquez.





Que sus poderdantes le han dado presentación personal ante Notario al correspondiente poder y que él le ha dado presentación personal a los escritos que, en representación de sus clientes, ha radicado en ejercicio del derecho de petición, ante la entidad accionada.




Pese a lo anterior, la UGPP se ha  se ha negado a darle trámite a las solicitudes y a reconocerle personería con el argumento de que no basta la presentación personal que él le da a los escritos, sino que además debe darle la misma presentación al poder que otorgan sus mandantes. 





Estima que es excesivo el ritualismo que le impone la entidad para darle cauce a las solicitudes que citó.
 



Pidió, en consecuencia, la protección de su derecho fundamental al debido proceso y que se le ordene a la entidad encartada que en un término perentorio le reconozca personería y proceda a tramitar y resolver las solicitudes por él presentadas; también, que se inste a la misma autoridad a abstenerse de solicitar la doble presentación personal del poder. 





Con la demanda aportó, entre otros documentos, copia de las solicitudes que ha radicado en representación de los clientes a los que hizo referencia en la tutela, y de los actos administrativos mediante los cuales lo requieren para que le dé presentación personal al poder (f. 12 a 67, c.1). 

El juzgado de conocimiento dispuso dar trámite a la tutela contra la UGPP (f. 71) y enteró de lo concerniente a la Directora General, al Director de Servicios Integrados y al Subdirector de Asesoría y Conceptualización Pensional (f. 73).
Mediante apoderado judicial, la accionada hizo saber que se le ha dado trámite a las solicitudes de Maricelly Ramírez Hernández y Germán Antonio Botero Vásquez, pese a que su representante omitió darle presentación personal al poder. Y que frente a la solicitud de Amparo Hernández Ospina, se exigió al accionante el debido documento que acreditara su derecho de postulación. 

Por otra parte explicó que en el artículo 25 de la Ley 012 del 2012 existe una excepción a la eliminación de autenticaciones, pues es necesaria la aludida solemnidad cuando se trata de reconocimiento o pago de una prestación pensional. También adujo que no se demostró un perjuicio irremediable que permita establecer que el amparo es procedente (f. 75 a 103).
Luego de que decretara una nulidad en esta sede por indebida integración del contradictorio (f. 140, c. 1) y de que compareciera al trámite el señor Germán Antonio Botero Vásquez para coadyuvar la demanda (f. 157, c. 1), sobrevino la sentencia de primera instancia que declaró la improcedencia del resguardo, del que se dijo, carece del presupuesto de la subsidiaridad comoquiera que la pretensión del demandante debe ser atendida por la jurisdicción contencioso administrativa (f. 190, c. 1).

Impugnó el actor, quien insistió en los razonamientos planteados inicialmente y agregó que el proceso ante la jurisdicción contencioso administrativa podría durar dos años, por lo cual, si se niega el derecho de postulación reclamado, se violentarían no solo sus derechos como abogado, sino también los de los peticionarios, quienes tardíamente verían la resolución de sus casos; hizo énfasis en que debe ordenársele a la UGPP que se abstenga de exigir la doble presentación del poder, por ser un requisito que no se encuentra contemplado en la Ley e hizo paladina una sentencia del Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca a tono con la discusión de ciernes (f. 201 a 205).  
En esta sede la UGPP allegó un memorial para solicitar la confirmación de la decisión del funcionario de primer grado, para el efecto recordó lo expuesto en la contestación de la demanda y agregó que la Unidad se encuentra realizando los trámites pertinentes para resolver de fondo, también, la solicitud de la señora Amparo Hernández Ospina (f. 5 a 21, c. 2). 

CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

  



En uso de tal prerrogativa acudió el abogado Carlos Arturo Merchán Forero en procura de la protección de su derecho fundamental al debido proceso, que estima conculcado por la UGPP, comoquiera que para ejercer su derecho de postulación, esa entidad le exige darle presentación personal al poder que le otorgan sus poderdantes. 




Como así viene dirigido el debate, de entrada se descarta el estudio de fondo, en lo que atañe con la presunta vulneración de los derechos fundamentales de sus clientes, sobre quienes también se insinuó, sobre todo en la impugnación, que soportan los efectos de las arbitrariedades de la UGPP. 
Y así es, porque la legitimación en la causa en este tipo de trámites la tiene el directo afectado con la agresión o la amenaza, quien puede actuar a nombre propio o por medio de un apoderado judicial, en cuyo caso, es menester que le otorgue un poder especial para el asunto, que no se suple con uno especial para otro proceso, o con uno general; o puede ser agenciado oficiosamente por otra persona, siempre que se advierta y se demuestre la imposibilidad de su propia defensa; e incluso puede intervenir en su nombre el Ministerio Público o la Defensoría del Pueblo
-
-
.





Sobre el tema, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, precisó que:
  
 
La carencia de la citada personería para iniciar la acción de amparo constitucional, no se suple con la presentación del apoderamiento otorgado para un asunto diferente. La falta de poder especial para adelantar el proceso de tutela por parte de un apoderado judicial, aun cuando tenga poder específico o general en otros asuntos, no lo habilita para ejercer la acción de amparo constitucional a nombre de su mandante y, por lo tanto, en estos casos, la tutela debe ser declarada improcedente ante la falta de legitimación por activa. (Resalta la Sala).




Bajo este panorama es palmaria la improcedencia del resguardo en lo que respecta al estudio sobre la posible conculcación de los derechos fundamentales de Maricelly Ramírez Hernández, Amparo Hernández Ospina y Germán Antonio Botero Velásquez, ante la ausencia de un poder especial que faculte al aquí demandante para representarlos.




Sigue examinar, entonces, la demanda formulada por el abogado, delimitada específicamente a su derecho fundamental al debido proceso, en el entendido de que la UGPP le vulnera tal prerrogativa, al impedirle representar a sus clientes y ejercer su derecho de postulación sin antes, darle presentación personal al poder que ellos le otorgan, de todo lo cual surge la súplica para que se le ordene a la entidad abstenerse de exigirle, en lo sucesivo, la doble presentación personal al poder. 




Como así es, el análisis debe encausarse bajo la égida de la presunta vulneración del derecho fundamental al debido proceso administrativo, que la Corte Constitucional ha definido como
: 




“(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal”. Ha precisado al respecto, que con dicha garantía se busca “(i) asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados”.




Y cuyas garantía mínimas son:





“(i)ser oído durante toda la actuación,(ii) a la notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso.”




Ahora bien, sobre la procedencia de la acción de tutela contra una actuación administrativa, tiene claro la Sala que deben cumplirse los requisitos generales, es decir, la legitimación en la causa, la inmediatez y la subsidiaridad.




En este caso la legitimación se cumple por activa, al margen de que los titulares del derecho pensional en disputa sean sus clientes, comoquiera que el demandante es quien ve truncado el ejercicio del derecho de postulación, del que solo él es titular, y es a él a quien la UGPP le exige la ritualidad que se reprocha; así puede verse en las contestaciones de la entidad, dirigidas al abogado concretamente para que cumpla con la exigencia relacionada con la presentación personal del poder.





Por pasiva también porque convocados al trámite están la Directora General de la UGPP, así como el Director de Servicios Integrados y el Subdirector de Asesoría y Conceptualización Pensional (f. 73), estos últimos funcionarios, quienes han emitido los requerimientos que se quieren suprimir. 





Se cumple con la inmediatez en la medida que el más antiguo de los requerimientos data del 25 de enero del presente año y esta acción de tutela se radicó el 4 de marzo siguiente. 





Y en lo que respecta a la subsidiaridad, se supera en el entendido de que los actos administrativos que se reprochan no son definitivos, más bien son de aquellos que la doctrina reconoce como preparatorios o de trámite, comoquiera que el reconocimiento de personería en un proceso solo es un acto que precede la formación de la decisión final; particular circunstancia frente a la cual la jurisprudencia
 se ha inclinado por la procedencia excepcional del resguardo, dada la inexistencia de recursos administrativos o acciones judiciales para controvertirlos: 




4.5.4.2. En cuanto a los actos administrativos de trámite o preparatorios, que como su nombre lo indica –y en contraposición a los actos definitivos– son aquellos en los que no hay una expresión concreta de voluntad de la administración, sino únicamente actuaciones que preceden a la formación de una decisión
, esta Corporación ha determinado que, en la medida que no son susceptibles, por regla general, de recursos en la vía gubernativa
 ni de acciones judiciales autónomas
, cabe, por excepción, el ejercicio de la acción de tutela, siempre que se acrediten los siguientes requisitos:





- En primer lugar, el acto de trámite debe ser producto de una actuación arbitraria o desproporcionada que transgrede o amenaza los derechos fundamentales de una persona. En este sentido, se ha explicado que la finalidad de la acción de tutela en estos casos es impedir que la administración concluya una actuación con desconocimiento de las garantías mínimas constitucionales de una persona, de forma tal que el amparo se convierte en “una medida preventiva encaminada a que la autoridad encauce su actuación conforme a los preceptos constitucionales que amparan los derechos fundamentales, y a que el desarrollo de su actividad sea regular desde el punto de vista constitucional (…)”
.




- En segundo lugar, se requiere que el acto de trámite resuelva algún asunto que se proyecte en la decisión principal. En efecto, aunque los actos preparatorios no envuelven decisiones definitivas, si se ha advertido que dicha actuación debe tener incidencia en la construcción de la decisión final, pues de lo contrario se trataría de una simple deficiencia, que no tendría la capacidad de afectar el trámite seguido, al carecer de un efecto sustancial
. 
  




- En tercer lugar, además de los anteriores requisitos, también es necesario que la acción de tutela se presente antes de proferirse el acto definitivo, por cuanto si ya existe una decisión de tal naturaleza, la actuación ya habrá concluido y lo que existirá es el deber de activar los medios de defensa judicial ante el juez contencioso. En este punto, cabe insistir que, como se expuso ut supra, la finalidad del amparo contra un acto de trámite es impedir que se culmine una actuación administrativa, en desconocimiento del orden constitucional
.




Solucionado el asunto de la procedencia, y descendiendo al caso concreto, tenemos que obran en el expediente 5 actos administrativos mediante los cuales el Director de Servicios Integrados y el Subdirector de Asesoría y Conceptualización Pensional, le informan al demandante que la condición para poderle dar trámite a las solicitudes que ha elevado como apoderado de Maricelly Ramírez Hernández, Amparo Hernández Ospina y Germán Antonio Botero Velásquez, es que él realice el reconocimiento de la firma con huella ante notario o autoridad competente en el poder (fls. (i)18 a 20, (ii)21, (iii)22 a 25, (iv)42 a 47 y (v)48 a 49)





Esto con la justificación de que “Los derechos de petición elevados ante la entidad, a través de abogado, relacionados con asuntos pensionales, deberán ir acompañados del poder que contenga, tanto la presentación personal del peticionario (podedante) como la del abogado (apoderado); con el propósito de quedar debidamente acreditada la disposición del derecho y el ejercicio del derecho de postulación, respectivamente, y donde, igualmente quede acreditada la condición de abogado titulado en la persona del apoderado”; y con  fundamento en el inciso segundo del artículo 25 del Decreto 012 del 2012
 que dispone:  




ARTÍCULO 25. ELIMINACIÓN DE AUTENTICACIONES Y RECONOCIMIENTOS. 

(…)





Ninguna autoridad administrativa podrá exigir la presentación, suministro o entrega de documentos originales autenticados o copias o fotocopias autenticados, sin perjuicio de los controles o verificaciones que dichas entidades deban realizar, salvo para el reconocimiento o pago de pensiones.




Sin embargo, como ha sostenido esta Sala en fallos anteriores, “De dicha norma en manera alguna se deduce que se puede exigir que los poderes reúnan requisitos que la Ley no contempla; se trata de una interpretación contradictoria con los principios rectores del Decreto Ley 019 de 2012”
, que torpedea el trámite del proceso administrativo y pone en riesgo su conclusión. 





A lo que se suma que la entidad no puso de presente que contara con una regulación específica sobre el procedimiento administrativo interno para el trámite de reconocimientos pensionales, por lo cual es claro que debe aplicarse la norma general para efectos del reconocimiento de personería jurídica de los apoderados judiciales dentro del proceso, por lo cual debe procederse de conformidad con lo dispuesto por la ley anti trámites, ya citada, que sobre el asunto determina: 





“ARTICULO 5. ECONOMIA EN LAS ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS. 




Las normas de procedimiento administrativo deben ser utilizadas para agilizar las decisiones; los procedimientos se deben adelantar en el menor tiempo y con la menor cantidad de gastos de quienes intervienen en ellos; las autoridades administrativas y los particulares que cumplen funciones administrativas no deben exigir más documentos y copias que los estrictamente necesarios, ni autenticaciones ni notas de presentación personal sino cuando la ley lo ordene en forma expresa, o tratándose de poderes especiales. En tal virtud, las autoridades deberán proceder con austeridad y eficiencia, optimizar el uso del tiempo y de los demás recursos, procurando el más alto nivel de calidad en sus actuaciones y la protección de los derechos de las personas. 





ARTICULO 6. SIMPLICIDAD DE LOS TRÁMITES. Los trámites establecidos por las autoridades deberán ser sencillos, eliminarse toda complejidad innecesaria y los requisitos que se exijan a los particulares deberán ser racionales y proporcionales a los fines que se persigue cumplir. Las autoridades deben estandarizar los trámites, estableciendo requisitos similares para trámites similares.” 





Por último vale destacar, primero, que la exigencia es inoficiosa para comprobar el derecho de postulación del apoderado pues la calidad de abogado inscrito puede verificarse en la base de datos del registro nacional de abogados en el portal web de la Rama Judicial; lo cual, en últimas, debe realizase para evitar incurrir en una falta disciplinaria (Artículo 42, Decreto Ley 196 de 1971); y segundo, que es inexistente alguna norma dentro del CPACA o el CGP que exija la presentación personal del poder por parte del apoderado judicial. En suma, la carga impuesta por la UGPP al accionante, resulta ajena a la normativa aplicable a la materia.

Puestas de esta manera las cosas, refulge que los funcionarios de la UGPP que recibieron las solicitudes relacionadas por el demandante en este asunto, violentaron su derecho fundamental al debido proceso, al poner una traba injustificada al trámite y no remitir el pedimento a la dependencia que debía resolver de fondo los casos (num. 9, Art 9 del CPACA).   

Corolario de lo expuesto se revocará la sentencia impugnada, y en su lugar se le ordenará al Director de Servicios Integrados y el Subdirector de Asesoría y Conceptualización Pensional de la UGPP, si no lo han hecho, dar traslado a las solicitudes elevadas por el accionante en representación de Maricelly Ramírez Hernández, Amparo Hernández Ospina y Germán Antonio Botero Velásquez, a la dependencia de esa entidad que deba decidir de fondo sobre las mismas, sin imponerle la exigencia de su presentación personal de los poderes. 
Así mismo, ya que según informó la Unidad, en la actualidad se le está dando trámite a las citadas solicitudes, pero se desconoce si al aquí accionante ya le fue reconocida personería para actuar en esos procesos, también se les ordenará que le informen a las dependencias que estén conociendo de los aludidos casos, lo sucedido en esta acción de tutela, para el efecto les harán llegar copia de esta sentencia.   

DECISIÓN





Por lo expuesto, la Sala 6 de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia dictada el 21 de mayo del año 2019, por el  Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira - Risaralda, en esta acción de tutela que enfrenta a Carlos Arturo Merchán Forero y la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP-. 
En su lugar:
1. Se CONCEDE el amparo al derecho fundamental al debido proceso del que es titular el accionante.

Se ORDENA a Saúl Hernando Suancha Talero y John Jairo Beltrán Quiñonez, en sus calidades de Director de Servicios Integrados de Atención y Subdirector de Asesoría y Conceptualización Pensional de la UGPP, respectivamente, o a quienes hagan sus veces, que en el perentorio término de cuarenta y ocho (48) horas, si aún no lo han hecho, den traslado de las solicitudes elevadas por el abogado Carlos Arturo Merchán Forero, como apoderado judicial de Maricelly Ramírez Hernández, Amparo Hernández Ospina y Germán Antonio Botero Velásquez, a la dependencia de esa entidad que deba decidir de fondo sobre las mismas, sin la exigencia de su presentación personal de los poderes. 
  



De tal circunstancia, informarán al juez de primera instancia. 

  



Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
 



A su regreso, archívese.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

      DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia T-382 de 2016


� 	Sentencia SU-055 de 2015


� Sentencia T-430/17


� CSJ, SCC, providencia del 13 de abril de 2016; expediente STC4544-2016; radicación N° 11001-02-03-000-2016-00782-00; M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez


� Sentencia T-010/17


� Sentencia T-405/18


� Estos actos han sido ilustrados por esta Corporación, como aquellos que “dan impulso a la actuación preliminar de la administración, o disponen u organizan los elementos de juicio que se requieren para que ésta pueda adoptar, a través del acto principal o definitivo, la decisión sobre el fondo del asunto.” Sentencia T- 945 de 2009, M.P. Mauricio González Cuervo. En el mismo sentido, se encuentran las Sentencias SU-201 de 1994, T-088 de 2005 y T-105 de 2007.


� El artículo 75 del CPACA dispone que: “Artículo 75. Improcedencia. No habrá recurso contra los actos de carácter general, ni contra los de trámite, preparatorios, o de ejecución excepto en los casos previstos en norma expresa.” Énfasis por fuera del texto original.


� CPACA, arts. 137, 138 y 161.


� Sentencia SU-201 de 1994, M.P. Antonio Barrera Carbonell.


� La Corte ha insistido que esta posibilidad no puede ir al extremo de permitir que se haga un uso abusivo de la acción de tutela, por ejemplo, para impedir que la administración cumpla la obligación legal de adelantar trámites administrativos. Sobre este punto, se puede consultar la Sentencia SU-201 de 1994, M.P. Antonio Barrera Carbonell.


� Sentencia T-030 de 2015, M.P. Martha Victoria Sáchica.


� “Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes en la Administración Pública.”


� TSP, SCF, Sentencia del 21 de junio del 2019. Rad. 2019-00046-02 M.P. Duberney Grisales Herrera
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